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Tierra para todos
Ángel Durán*
El problema de los campesinos sin tierra frente
a la tenencia de la tierra
La distribución de la tierra en Bolivia, durante más de
cuarenta años estuvo caracterizada por la corrupción, el
clientelismo y el pago de favores políticos. Los títulos y trámi-
tes agrarios se los repartieron arbitrariamente en los diferente
pisos ecológicos, sobre los territorios de indígenas y campesi-
nos. Por ello, uno de los objetivos de la ley 1715 –conocida como
Ley INRA– era penalizar los fraudes cometidos, recuperando
tierras para el Estado con el propósito de distribuirlas equita-
tivamente, beneficiando con prioridad a campesinos sin tierra
o con tierra insuficiente y a pueblos indígenas.
Pasaron más de seis años de la promulgación de ley INRA
y ninguno de los objetivos se ha cumplido. En estos últimos
tiempos el sector campesino ha sido el más relegado en la aten-
ción de sus demandas de tierra. Mientras tanto, al otro lado,
vemos en forma permanente el crecimiento de la ganadería
extensiva, el sobre pastoreo y la explotación desmedida de los
bosques, fenómenos que están dejando a los campesinos sin
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posibilidades de acceder a un pedazo de tierra que les garanti-
ce una digna existencia para ellos y para sus familias.
Estamos cansados de convenios y promesas que se firman
una y otra vez sin que finalmente se cumplan. Con el anterior
gobierno y también con el actual, obtuvimos la promesa de
sanear, revertir, y titular tierras. Sin embargo, las esperanzas
depositadas en los acuerdos como medio para acceder a la tie-
rra pronto fueron defraudadas porque hasta hoy poco o nada
se ha avanzado. Lo poco que se ha avanzado con el saneamiento
de tierras ha sido deslegitimado con una serie de irregularida-
des cometidas por los funcionarios del INRA durante el proce-
so de ejecución. Estas irregularidades se deben a presión polí-
tica o económica de los supuestos propietarios. El INRA se ha
convertido en una suerte de oficina de vienes raíces, impul-
sando ventas fraudulentas o sirviendo como mediadores en
los negocios de tierras.
Las irregularidades van desde obligar a campesinos a fir-
mar documentos en blanco para validar actas de conformidad
de linderos o fichas catastrales de Función Económico Social
(FES) en las que aparecen propietarios inexistentes o mejoras
jamás vistas de propiedades abandonadas y latifundios im-
productivos. Al mismo tiempo son ignoradas cientos de fami-
lias que integran comunidades con sus mejoras que, cuando
son tomadas en cuenta, son para anticipadamente declararlas
ilegales, mediante informes parciales y tendenciosos. Este es
el resultado de la negación a la participación social de los cam-
pesinos sin tierra en el saneamiento, imposibilitando el debi-
do control y fiscalización en cada una de sus etapas.
Para asegurar esta estructura de consolidación de latifun-
dios y fraudes por la vía del saneamiento, los gobiernos y los
grupos de poder se han organizado para organizar una estra-
tegia basada en el terror y el amedrentamiento sistemático ha-
cia el movimiento sin tierra. Esta estrategia de intimidación se
articula desde las instancias locales, algunos gremios empre-
sariales, falsos ganaderos y llega incluso hasta la conforma-
ción de bandas armadas que son alentadas por campañas de
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prensa y difusión. Los promotores de estas campañas de inti-
midación son dirigentes locales que disfrazan su actividad
apelando a falsos objetivos regionalistas o cívicos. La masacre
de Pananti en el Chaco tarijeño, la de los Yuquis en el norte
cruceño y los últimos secuestros y golpizas propinadas a los
dirigentes del MST, son muestras de este esquema perverso y
salvaje. Estas bandas también se han denominado, falsamen-
te, como “sin tierra” cuando, en realidad, tienen el claro objeti-
vo de eliminarnos físicamente, como si este fuera la solución a
la inequitativa distribución de la tierra.
La democracia sólo para quien tiene el poder
Desde que nació el MST, en abril del año 2000 la lucha por
la tierra ya cobró varias vidas. El 9 de noviembre del 2001, seis
dirigentes del MST fueron asesinados por bandas de sicarios
organizados y financiados por los traficantes de tierras y ga-
naderos sin escrúpulos. Pananti en el Gran Chaco y Yapacaní
en Santa Cruz fueron los escenarios de estas masacres contra
indefensos campesinos.
Estas acciones se han convertido en una lucha desigual
entre campesinos pobres que buscan un pedazo de tierra para
sobrevivir y un grupo de oligarcas que hacen de la democracia
un espacio para conservar sus privilegios y el poder político y
económico.
Por tanto, la tierra para estos grupos de poderosos, es si-
nónimo de poder, al igual que en las dictaduras se favorecían
con la dotación de tierras –por la vía del regalo– por colaborar
con los dictadores. Hoy podemos observar que la tierra sigue
sirviendo para pagar favores políticos como es el caso concre-
to la dotación de tierras con decreto supremo a las Fuerzas
Armadas.
En síntesis, el proceso de saneamiento, reversión, distri-
bución y titulación de tierra, no dan resultado hasta ahora pues-
to que siguen vigentes las necesidades de resolver el saneamien-
TIERRA, PARA TODOS
362
to de la propiedad agraria, la titulación a los que no la tienen y la
reversión a los que han acaparado la propiedad. Pero esto no se
puede hacer si es que no se solucionan los problemas que se han
presentado hasta ahora y si no se garantiza una correcta y trans-
parente aplicación de la ley, eliminando el poder político y econó-
mico sobre los procesos agrarios, concertando un gran pacto so-
bre la tierra en un clima de paz y de no violencia.
El reparto de tierra y los escándalos agrarios
Fue el escándalo de “BOLIBRAS”, en 1992, el que destapó
la olla de corrupción y el favoritismo en el viejo Consejo Na-
cional de Reforma Agraria (CNRA) en la repartija de tierras.
En este caso se quiso beneficiar al ex ministro de educación
Edim Céspedes, en el gobierno del Lic. Jaime Paz. Éste es sólo
un ejemplo de lo que era esta instancia de administración de
tierras. Sin embargo fue un primer paso para dar inicio a un
largo proceso que hasta ahora demanda de grandes solucio-
nes.
Durante 40 años, el proceso de reforma agraria no ha frena-
do el latifundio; por el contrario, la acumulación ilegal de tie-
rra ha continuado con más fuerza, mientras que por el otro
lado, el problema del minifundio ha acabo por agudizarse y
derivar en minifundio, particularmente en las tierras altas y
en los valles andinos e interandinos de Cochabamba, Chuqui-
saca, Potosí, La Paz, Oruro y Tarija. Según datos del INRA, hay
en el país 1.044 propiedades mayores de 10 mil hectáreas que
ocupan 27, 8 millones de hectáreas, prácticamente la mitad de
las mas de 60 millones que el INRA calcula aprovechable para
la agricultura, ganadería o forestación.
Estamos seguros que muchas de estas tierras o propieda-
des dotadas fueron hipotecadas a los bancos, uno de ello fue el
quebrado Banco Agrícola de Bolivia del que se aprovecharon
ministros, diputados y senadores que nunca pagaron estas
deudas a costa de todo un pueblo.
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Tal como podemos observar, a través de la lista de 1.044
favorecidos, se puede advertir cómo actuaron los gobiernos
de facto. Por ejemplo, el dictador García Meza titulaba tierras
en tan sólo 20 días en favor de sus amigos, parientes o de aqué-
llos que apoyaron su gobierno.
El reparto de tierra en el septenio del general Banzer
Entre 1971 y 1978 se titularon el 27,6 por ciento de los 65
millones de hectáreas. Es decir, en ocho años se dotaron 14.989
títulos por una extensión de 17,9 millones de hectáreas benefi-
ciando a 198.954 propietarios. De las 173 posesiones mayores
a 20 mil hectáreas –que a la fecha de hoy cuentan con títulos–,
72 de ellas se entregaron en el gobierno de Banzer. De éstas, 36
favorecieron a comunidades campesinas y cooperativas y las
otras 36, a individuos y empresas allegadas al círculo de poder
de la dictadura. En este último caso recibieron predios mayo-
res de 20 mil hectáreas.
Algunos ejemplos de dotaciones mayores de 10 mil hectá-
reas a partir de 1964.
• Propietario: José Morales Sivaut.
Superficie: 101.589 hectáreas.
Año de dotaciones: 1964, 1967 y 1968. La última se reali-
zó en 1974
Las cuatro tituladas.
• Propietario: Familia Hecker
Superficie: 92.289 hectáreas
Año: 1968 y 1991, 14 dotaciones
Cinco en tramite y 9 tituladas.
• Propietario: Familia Simoni Rocha.
Superficie: 93.929 hectáreas.
Años: 1.974 y 1983
Dos tituladas y tres en trámite.
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• Propietario: Juan Pereda Asbún
Superficie. 8.671 hectáreas.
Año: Dos dotaciones 1974 y 1975
Una titulada y otra en trámite.
En conclusión podemos decir que todos los gobiernos des-
de la promulgación de ley 03464 de 2 de agosto de 1953 dota-
ron y regalaron tierras a sus amigos y parientes:
Títulos por gobierno
• Paz, Siles y Paz: de 1955 a 1964
Tres gestiones = 5.957.527 hectáreas
• Barrientos tituló 2.882.140 hectáreas.
• Banzer tituló 17.947.493 hectáreas.
• Jaime Paz tituló 7.491.694 hectáreas.
Nuestras propuestas fundamentales
Para que se cumplan mínimamente los objetivos defini-
dos en 1996 con la Ley 1715, es necesario lo siguiente:
1. Las tierras ocupadas por comunidades campesinas sin
tierra con posterioridad a la promulgación de la Ley
INRA –y que antes de dicha ocupación no eran traba-
jadas ni ocupadas por otras personas– deben ser do-
tadas y tituladas por el INRA a favor de los respecti-
vos grupos de campesinos sin tierra o comunidades
campesinas en forma inmediata.
2. Distribución y dotación de tierras a campesinos en
cumplimiento de los compromisos de destinar para
este fin las tierras fiscales. Este proceso debe realizar-
se de manera inmediata a fin de evitar la repetición
de los lamentables hechos acaecidos en Pananti (Tarija)
y en el norte cruceño. Éste debe ser un programa per-
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manente para evitar que cada día crezca el número
de campesinos sin tierra y se multipliquen lo
conflictos.
3. Destinar los recursos presupuestarios para el sanea-
miento gratuito, particularmente en propiedades de
alto riesgo de conflictos y enfrentamientos. El gobier-
no tiene que cumplir los compromisos que asume con
los campesinos sin tierra, comunidades campesinas y
pueblos indígenas, los cuales siempre se han
enmarcado en la ley. Tiene que definir un cronograma
práctico y operativo y cumplir con los decretos su-
premos y compromisos en vigencia.
4. Implementar planes de desarrollo rural integral en los
nuevos asentamiento de tierras dotadas, para evitar
nuevos minifundios y mayor pobreza.
5. Se tiene que resolver de acuerdo a la ley los conflictos
de superposición de concesiones forestales con tierras
campesinas e indígenas.
6. Llevar adelante un gran pacto sobre la tierra, deste-
rrando el poder político y económico sobre los proce-
sos agrarios.
Finalmente, manifestamos que no será posible encontrar
soluciones en debates y talleres regionales y menos aún en este
seminario y que todo lo propuesto sólo servirá como insumo.
El conflicto sobre la tierra requiere de un alto nivel político de
decisión, donde haya transparencia y tolerancia para resolver
de una vez por todas los problemas. En caso contrario, nos
esperan días muy difíciles que solo serán de responsabilidad
de los actuales gobernantes de turno.
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